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M ucho tiem po hace deseaba abo rdar el tem a propuesto , pero  
aho ra  m e ha deparado  ocasión prop ic ia  m i buen  am igo el P. Tarsi- 
cio de Azcona. Q uisiera  agradecer al com petente h isto riado r sus des­
velos p o r esclarecer los problem as de nuestra  h istoriografía , cuando 
otras tareas de m ayor en jund ia  es posible que le  acucien. N o es ésta 
la  p rim era  ocasión en la  que el nom bre de A zcona va u n ido  al de 
G uipúzcoa, pero  acaba de ofrecernos como fru to  m aduro  de su inves­
tigación los docum entos relativos al caso del corregidor C ristóbal 
V ázquez de A cuña (1).

E n  un p rincip io  pensé ceñirm e al p roblem a A cuña y ac larar al­
gunos m atices no deb idam ente  exam inados en esa citada labor, pero  
com prendí que se hacía  preciso tom ar las aguas desde su fuen te

(1) Azcona, T. de, San  Sebastián y la provincia de Guipúzcoa durante la gue­
rra de las Comunidades (1520-1521); en : “ Boletín Estudios Históricos sobre San 
Sebastián” , 7 (1973), pág. 11-198.



y aducir situaciones anteriores, si se quería  en tra r en el fondo  del 
problem a. D e esta form a el caso A cuña, que no  h a  sido el único  
m om ento de fricción  en tre  la  p rov incia  y  el gobierno cen tral, reci­
b iría  m ayor c laridad  y sería m ejor com prendido. P o r o tra  parte , al 
abarcar todas las cuestiones relacionadas con el correg idor castellano 
en G uipúzcoa, p o d rían  disiparse bastan tes recelos que surgen p o r vía 
n a tu ra l en los d istin tos sectores de opinión.

A este fin  apun ta  el títu lo  que he escogido p ara  este artículo. 
Se tra ta  de estud iar al correg idor castellano, una  figura ju ríd ica  den­
tro  de las leyes peculiares de C astilla, considerado en  su  m isión de 
rep resen tan te  del poder cen tral, com o se d iría  hoy, o  de la  C orona 
de C astilla, com o p refe rirían  señalar los antiguos. E n  ese sentido el 
correg idor castellano es idéntico  en cualqu ier pa rte  de la geografía 
española, sus com petencias y actuaciones no  son diferentes aqu í a 
las del co rreg idor de T oledo, valga el caso. S in em bargo, en trando  
en  el exam en de algunos detalles, en  seguida se advierte la  d iferen­
cia. La p rim era  y m ás acusada es el te rrito rio  donde h a  de ejercer 
su  ju risd icción  el corregidor guipuzcoano: un  conjunto  de vein te y  tan ­
tas v illas, tres alcaldías m ayores y varios valles con u n  to ta l de casi 
cien núcleos de población. La característica  p rinc ipal no  es la  exten­
sión del te rrito rio , pues debe existir algún m unicip io  en E spaña más 
extenso que toda  G uipúzcoa; sino el h ab er de gobernar a tan tos m u­
nicipios d iferen tes y, sobre todo, reunidos en H erm andad  con  sus 
leyes y o rdenanzas peculiares.

El correg idor castellano en G uipúzcoa deberá gobernar su barco  
en tre  dos escollos serios: el m unicip io  y la  H erm andad . A  ninguno 
de ellos p od rá  a tacar con la  p retensión  de d ism inu ir sus atribuciones 
respectivas, po rq u e  toda la  P rovincia  saldrá  en  defensa de la  villa 
que se sien ta ofendida. Y  si no  he com prendido  m al el p lanteam iento  
de las relaciones en tre  correg idor y alcalde de fuero  o de villa afo­
rada , que presen ta  u n  au to r m oderno y com petente, llega u n  m om en­
to en que el últim o cede su puesto  al p rim ero  en las villas m ás im por­
tan tes de C astilla. Y  eso no ocu rrirá  en G uipúzcoa (2).

(2) “ No carecería de fundamento de hipótesis de que m ás que anular ips^ facto 
el funcionamiento de la jurisdicción forera, los corregidores la complementaban, 
tutelándola y resolviendo en alzada las dudas que originaran las decisiones de sus 
jueces, pero a  fin  de cuentas esta solución — repetimos que puram ente hipotética— 
no seria válida sino para  los instantes iniciales, transcurridos los cuales, los al­
caldes de fuero ceden su puesto a los corregidores, que se erigen así en jueces 
de prim era instancia.” González Alonso, B. E l Corregidor castellano, M adrid 1970, 
pág. 63. Debo agradecer a este autor las m uchas noticias que en este excelente 
trabajo  aporta sobre el corregidor en Guipúzcoa.



La tenacidad  de nuestros m ayores p o r m antener sus p rerrogati­
vas consigue que no sea a rreba tada  la  prim era  instancia en los pleitos 
de m anos de los alcaldes, pero  a base de innum erables litigios y 
recursos a los tribunales. Al corregidor tam bién le com petía esa 
m ism a instancia  y el litigan te  podía  p referir su audiencia. A dem ás, 
de las sentencias dadas p o r los alcaldes foreros se podía  apelar al 
tr ibuna l del corregim iento. «E l corregidor era  juez que entendía en 
asuntos civiles y crim inales. E ran  jueces de la  p rim era instancia en 
los negocios y causas que preven ían  y, adem ás, de alzada respecto 
de las providencias que en m ateria  civil dictasen los alcaldes o rd i­
narios, a vo lun tad  de las partes apelantes»  (G orosábel).

E l o tro  tem a de fricción  era p roducto  p o r la  especial form a de 
gobernarse que tenía la  Provincia a través de la  H erm andad  con sus 
au toridades (alcaldes de la  H erm andad , p rocuradores de Juntas, 
d ipu tados, etc.) y sus reuniones periódicas {Juntas generales y  p ar­
ticu lares). V arios corregidores p re tend ieron  entrom eterse en esta orga­
nización pecu liar y tuv ieron  que desistir de su em peño an te  la  opo­
sición cerrada  que les presentó  G uipúzcoa. Es una  lucha curiosa 
e in teresan te , llevada con serenidad pero sin ceder u n  pun to  de sus 
derechos. A lgunos episodios de esta contienda serán exam inados aquí.

Al térm ino  de esta in troducción  quisiera m anifestar m i sospecha 
de que n i los catedráticos de la  H isto ria  de las Instituciones caste­
llanas n i m is paisanos llegarán  a com prender y  a estim ar en  todo su 
va lo r la  p ecu liar figura  del correg idor castellano en  G uipúzcoa. Sin 
em bargo, no  voy a abandonar p o r ello m i tarea .

t .  E L  CORREGIDOR ANTES DE 1475

C on el nom bre de «jueces de fuera»  o «jueces de salario» y 
tam bién  con el de «asistentes» eran  conocidos los corregidores en 
tiem pos an teriores al re inado  de los Reyes Católicos. E xisten  fre­
cuentes ordenam ientos de Cortes reun idas en los siglos X IV  y X V  
que hacen  referencia  a los corregidores, pero  es a finales del X V  
cuando se sistem atiza toda esta legislación aislada y surgen las o rde­
nanzas o  capítu los de corregidores.

E n  G uipúzcoa com ienza la  serie con G arcía Pérez de Cam argo 
(1375), enviado p o r  E nrique  I I  a  o rgan izar la  H erm andad , p a ra  p ro ­
seguir con el docto r G onzalo M oro, que reúne las Jun tas de G ueta- 
ria  en 1397 y codifica el p rim er cuaderno de ordenanzas provinciales.



Viene a continuación el doctor Juan  V elázquez de C uellar, a quien 
vemos reun ido  con los jun taros guipuzcoanos en San Sebastián  el 
año 1415 con la  m isión de v igorizar la  H erm andad  y rep rim ir las 
osadías de los poderosos (3).

Todos estos vienen a realizar u n a  determ inada m isión y su p er­
m anencia  en el cargo es tem poral y corta, lim itada  al caso que han  
venido a  resolver. El p rim er corregidor perm anente  de que p o r ahora 
tengo no tic ia  se llam aba Juan  H u rtad o  de M endoza, a qu ien  se 
nom bra p ara  el cargo du ran te  la  perm anencia  de E nrique  IV  en 
V itoria p o r m arzo de 1457. A siste algo después a la  Jun ta  general 
celebrada en A zcoitia y p o r octubre del m ism o año está reun ido  en 
O ñate  con los junteros guipuzcoanos que han  acudido a adm inistrar 
justicia en aquella villa ajena a la  P rovincia. En esta ocasión se 
determ inan  tam bién  algunas obligaciones del escribano fiel. C onti­
núa  M endoza en su oficio p o r setiem bre de 1458, cuando  E nrique IV  
recom ienda a los del valle de Léniz se incorporen  a la  H erm andad  
de G uipúzcoa (4).

E n  el docum ento  sobre el escribano fiel a que m e he referido  
a rriba , firm a como testigo «el bachiller Pero López de A lva, alcalde 
e ten ien te  general de la  d icha prov incia  p o r M endoza corregidor». 
Este es un  detalle m uy in teresan te  sobre e l cual h ab rá  necesidad  de 
volver m ás ta rde . A hora baste  decir que la  existencia de este teniente 
está ju stificada desde el m om ento que Juan  H u rtad o  de M endoza 
era , según testim onio de G aribay , señor de M endivil y de la  R ivera 
de A lcalá adem ás de cap itán  general de G uipúzcoa; es decir, que 
p o r ser hom bre de capa y espada y no  experto en leyes, necesita un  
teniente que haga las veces de juez o alcalde y sea experto  en 
D erecho.

El P . A zcona, en tre  la  docum entación relativa al caso A cuña, 
aduce u n a  cédula de E nrique IV  re la tiva  a los herm anos Franco, 
uno  de ellos titu la r y el o tro  teniente de correg idor en G uipúzcoa 
(docum ento  n.° 10). Es adem ás u n  antecedente precioso, pues se 
tra ta  del p rim er caso en que un  juez de esa categoría no  es recibido

(3) N ueva  Recopilación de los F ueros... de Guijyúzcoa, tit. X L I, pág. 342- 
346. E n alguna ocasión son citados juntos Moro y Velázquez de form a que llega 
a confundir si habrán actuado en la misma ocasión. Ibid., pág. 350. Las orde­
nanzas de 1415 en: Arch. Grl. Guip. see. 1, neg. 11, legajo 3, año 1415.

(4) P a ra  V ito ria  v e r : Garibay, E. de, Los X L  Libros de las Crónicas 4e 
España, Hb. X V II, cap. X X V I. Lo de Oñate en : Zumalde. I. Historia de Oñate, 
San Sebastián 1957, págs. 73, 76 y 80. Lo del valle de  Léniz en ; Arch. Grl. Guip., 
seo. 1 , neg. 11, legajo 35, año 1497. E ste  Mendoza es tam bién protagonista de  los 
cantares de “ Sandailia” : “ Ardao zuria  Mendoza gana doa” . Zumalde, op. cit. y 
Michelena, L. Textos arcaicos vascos, M adrid 1964, págs. 92-97.



p o r algunos concejos y villas de la  P rovincia. E sta hab ía  suplicado 
al rey que m andase revocar «m uchas setencias civiles y  crim inales» 
pronunciadas p o r el ten ien te  licenciado A lonso Franco, con tra  «los 
que no lo recibieron p o r corregidor». P o r la  form a de redactar la  
carta  real no  aparece claro si es el teniente o el titu la r qu ien  no fue 
recibido p ara  c u b rir  el puesto  del corregim iento, pero  es casi seguro 
que se tra ta  de G arci-Franco, corregidor p rincipal y  tam bién  hom bre 
de capa y espada p o r lo que se ve.

Si conociéram os el m otivo de este p rim er rechazo, habríam os ade­
lan tado  m ucho en la explicación del caso A cuña; p o r eso vale la  
pena de in ten tarlo . N i en  la cédula aducida por A zcona n i en o tra 
que utilicé en o tro  trabajo  an te rio r referente a los citados herm anos, 
se hace m ención clara de las causas p o r las que los guipuzcoanos 
rehusaron  la jud ica tu ra  de los herm anos Franco. Existen, sin  em bar­
go, algunos indicios. Siguiendo el h ilo  de la  cédula real que aporta 
Azcona, se aprecia  com o u n  recelo de que los poderes del corregidor 
se en trom etan  en  el G obierno  de la  H erm andad . La Provincia ha 
suplicado y el rey concedido «que se rigiese la  H erm andad  de ella 
p o r los alcaldes e procuradores e oficiales de ella, según que se 
hacía antes de que el d icho m i corregidor a  ello fuese». A dviértase 
que este trozo  de cédula real form a p a rte  del cap ítu lo  7 del títu lo  2 
perteneciente a las ordenanzas provinciales de 1585. H ay que pensar, 
po r tan to , que se le  a trib u ía  un  va lo r especial de reconocim iento de 
derechos antiguos.

O tro  m otivo de recelo ante los herm anos Franco provenía  de las 
facultades con que pud ieron  h ab e r sido revestidos respecto a  los 
m unicipios. E llos, en efecto, parecen  ser de aquellos caballeros que 
al com enzar las alteraciones nobiliarias en  el re ino  fueron  enviados 
p o r E nrique  IV  a gobernar ciudades, villas, tierras y  provincias con 
la  m isión de que «proveyesen en las dichas cosas (de gobierno) y 
que creasen y pusiesen justicias y alcaides y cobrasen m is ren tas»  (5). 
D esde luego que estos poderes especiales no  era posible sufrirlos sin 
recu rrir  antes al rey y suspender en tre tan to  el reconocim iento y acep­
tación de la persona o personas que los exhibían.

Por ú ltim o, tam bién  será preciso tener en cuen ta  el detalle  de que 
la  P rovincia  debía elevar a l rey solicitud de corregidor, cosa que 
quizá no  ocurriera  en esta ocasión. L a m ism a cédula de octubre 
de 1464 encierra  la  prom esa de E nrique IV  de o b ra r en adelante 
así com o está dispuesto en las leyes generales del reino. «E  de aquí

(5) S. I. Repercusiones del reinado de Enrique I V  en Gnipúscoa; e n : BAP. 
X X V III (1972) 550-551.



adelante a m i place de no  env iar correg idor alguno, sin  petic ión  e 
suplicación de la m ayor parte  de la  tie rra , o  cuando yo viere ser m uy 
m uy cum plidero  a m i servicio, según las leyes de m is R einos lo dis­
ponen  e m andan» .

Existe todavía  o tra  sem ejanza en tre  el caso actual y el posterior 
del licenciado A cuña. P o r el hecho de que algunas villas de la  P ro­
vincia no recib ieron  a G arci-Franco p o r su correg idor y  suplicaron 
ante el rey de ese nom bram iento , q uedaba  en suspenso éste hasta 
la  determ inación defin itiva del Consejo R eal, y  ésta llegó en el sen­
tido  de anu la r el títu lo . «M i m erced e  vo lun tad  es que  G arcía  Franco 
n i el dicho A lonso F ranco, su herm ano , no  hayan  n i tengan m ás de 
aqu í adelan te  e l d icho  corregim iento , n i usen de él, e que se vengan 
p ara  m í, según que p o r o tras m is cartas se lo he enviado a m andar.»

A hora b ien , en tre  la  suplicación de la  Provincia y  la  sentencia 
del Consejo R eal el ten ien te  de corregidor, licenciado A. F ranco, 
«ha pronunciado  m uchas sentencias civiles y  crim inales con tra  Jos 
que no lo reconocieron p o r corregidor, e hecho  confiscaciones de 
bienes y m ercedes de ellos a algunos de su oficio». T oda esta actua­
ción del corregidor es anu lada  y dada p o r  n inguna en la  sentencia 
del Consejo. M ás ta rde , y cuando los herm anos F ranco  se hayan  
agregado a  los rebeldes que depusieron a  E nrique  IV  y reconocieron 
a su herm ano, el in fan te  don A lonso, an te  las m urallas de A vila el 
5 'jun io-1465, todavía  seguirán com etiendo extorsiones con tra  los gui­
puzcoanos leales al rey, y  será preciso  ob tener nueva cédula Real 
que am pare los derechos de G uipúzcoa (M adrid , 20-diciem bre-1466).

2. LA PROVINCIA SE GOBIERNA P O R  SUS AUTORIDADES
Y SIN CORREGIDOR

Más in teresan te que d ar una lista  de los siguientes corregidores, 
me ha parecido  decir algo sobre el espacio de diez años que todavía 
siguió re inando  E nrique IV  (1464-1474), espacio en que no consta 
el envío de n ingún  corregidor. Lo h a  señalado antes que yo otro  autor 
con estas palabras: «C onfirm an la no perm anencia  de este em pleo 
en G uipúzcoa en el siglo X V  innum erables cédulas reales que exis­
ten  en su archivo, del Rey C atólico y de don E nrique  IV , en las 
cuales no  hab lan  los m onarcas con el corregidor de la  p rov incia  ni 
hacen  de él la  m enor expresión, si no  es con los procuradores de 
ella, sus D ipu tados, A lcaldes de la H erm andad  y dem ás oficiales, y 
no parece regular el que dejasen de h ab la r con él a  lo m enos alguna 
que o tra  vez, si siem pre hubiese en G uipúzcoa este m in istro  del Rey. 
Igualm ente confirm an lo d icho algunas actas (de Juntas) que exis­



ten  de este m ism o siglo insertas en  las reales cédulas, en las cuales 
no se descubre asistencia del corregidor a los congresos, n i de otra 
persona, sino de los constituyentes de la  Provincia con su escribano 
fiel de hechos, D om enjón G onzález de A ndía» (6).

C om probar la  verac idad  de esta in form ación  dada por Landazu- 
ri es ta rea  b ien  fácil, pero  al m ism o tiem po la  considero inú til y por 
dem ás engorrosa (7 ^  Sólo in teresa  consignar aqu í p o r  u n a  parte  
quiénes p resen tan  en el Consejo Real las ordenanzas provinciales 
p ara  su confirm ación y a  quiénes se dirigen las cédulas y provisiones 
Reales. E n  n inguno  de los casos aparece el corregidor. V éanse las 
m uestras: «M uy alto  y m uy poderoso  príncipe e señor: V uestros h u ­
m ildes servidores e súbditos e naturales, la  Jun ta  y  procuradores de 
los escuderos hijosdalgo de las villas y lugares de la  vuestra  noble 
y leal p rov incia  de G uipúzcoa que estam os jun tos en  U sarraga, be­
samos vuestras m anos y nos encom endam os a  vuestra  m erced» (T o­
ledo, 24 noviem bre 1473). D e h ab e r asistido el corregidor, su puesto  
correspondería o  b ien  inm ediatam ente antes de « la Ju n ta .. .» , o  des­
pués de «juntos en U sarraga» (en un o  con el m agnífico se ñ o r..., etc.). 
Los destinatarios de las cédulas Reales son «A  vos, los procuradores 
de los escuderos hijosdalgo, etc.» (Segovia, 8 ju lio  1470). El p rim er 
citado h u b iera  debido  ser el corregidor.

Existe u n  docum ento  m ucho m ás conocido, puesto  que form a 
p arte  de los Fueros, en el cual se no ta  la  ausencia de corregidor 
cuando los em isarios de Isabel de C astilla, A ntón  de Baena y Bar­
tolom é de Z uloaga, p resen tan  sus credenciales en  la  Jun ta  particu la r 
de B asarte (12 enero 1475) solicitando de G uipúzcoa «alcedes pen­
dones p o r m í, reconociéndom e p o r vuestra  R eina e  Señora un iversal, 
e al m uy a lto  e m uy poderoso  p rínc ipe  el rey don  F em ando , m i se­
ñ or, com o m i legítim o m arido , con las solem nidades en ta l caso acos­
tum bradas»  (8).

D esde el castillo de G uevara  escrib ía poco después el tey  Fer­
nando  a la  P rovincia, com prom etiéndose a no  enviar correg idor m ien­
tras ella no  se lo p id iera  (T it. 2 , cap. 7 de los Fueros); y parece que 
no  ta rd ó  m ucho en o cu rrir  la  petición  y el consiguiente nom bram ien­
to, pues a fines de 1477 se halla en la  Jun ta  general de M otrico (21

(6) Landazuri, J. J ., H istoria de. Guipúzcoa, t. I, M adrid 1921, pág. 266.
(7) B astará c ita r la data de las cédulas y en tre  paréntesis hacer referencia a 

su localización en el Archivo General de Guipúzcoa, advirtiendo que las tre s  cifras 
indican la sección, el negociado y el legajo correspondientes; M adrid, 4 agosto 1468 
(3 -8 -4 ) ; Ocaña, 30 enero 1469 (1 -6-16); Segovia, 8 julio 1470 (3 -8 -1 1 ); Medina 
del Campo, 23 agosto 1470 (3 -8 -1 0 ); Toledo, 24 noviembre 1473 (3 -8 -1 4 ); Toledo, 
27 noviembre 1473 (1-11-19).

(8) N ueva  Recopilación de los F ueros... de Guipúzcoa, tit. X L I, pág. 354 sgs.



noviem bre) el «honrado  bach ille r M artín  Ibáñez  de N aharría , alcalde 
e lugarten ien te  general de la  d icha prov incia  p o r  e l hon rado  señor 
Juan  de Sepúlveda, asistente e correg idor de la  d icha Provincia  por 
el Rey» (9).

3. EL CORREGIDOR EN T IE M PO S DE LOS REYES CATOLICOS

El ya c itado  au to r P. A zcona dedica algunos párrafos a esta m a­
te ria  en  u n a  obra  b ien  pensada  y trab a jad a  com o suya (10). Perso­
nalm ente  h u b ie ra  querido  que estud iara  el tem a con m ayor deten i­
m iento , pero  en  la  m agnitud  de la  em presa p o r él acom etida no hab ía  
dem asiado espacio p ara  ello. V oy a decidirm e, p o r tan to , a com ­
p le ta r su trab a jo  en  relación  a nuestra  Provincia.

E n  p rim er lugar es de advertir la  lis ta  de cincuenta  y  dos (52) 
corregidores destinados en o tras tan tas  villas de C astilla, Badajoz y 
A ndalucía , m ás otros dos p a ra  las provincias de «C astilla» y «León», 
que  ejercen su  cargo en m arzo  de 1494. R ecuérdese lo  d icho  al p rin ­
cipio sobre la  singularidad  del corregim iento de G uipúzcoa que abar­
caba tan tas villas distin tas form ando u n a  H erm andad . N ad a  de esto 
aparece aquí. Q ue esta situación  no  era  exclusiva de G uipúzcoa lo 
advierte el m ism o au tor: «V iviendo la  re ina , se llegó tam bién al 
nom bram iento  de corregidor p rop io  p ara  cada u n a  de estas regiones: 
V izcaya, G uipúzcoa, región costera de al provincia de Santander, 
San V icente de la  B arquera, jun to  con la  m erindad  de P eña M elera.»

V olviendo a nuestro  caso, existe u n  testim onio m uy in teresan te 
a l respecto. R eunidos los p rocuradores jun teros de G uipúzcoa en 
B asarte el m artes, 8 enero 1482, elevan a la  aprobación  de los Reyes 
C atólicos u n  conjunto  de 29 ordenanzas que m erecieron la  confirm a­
ción R eal p o r cédula  despachada en  M edina del C am po a  7 m arzo 
1482. A siste a la  Jun ta  «Juan  de Sepúlveda, regidor de la  c iudad  de 
Soria e vuestro  corregidor»  en la  P rovincia. Lo que m e im porta  
destacar de este docum ento  no  es precisam ente el conten ido  de las 
ordenanzas, sino u n  párra fo  in troducto rio  que dice así: «P o r cuanto 
de algunos días a  esta p a rte  p o r la  m ala gobernación e desorden  de 
los m inistros de la  H erm andad  de esta P rovincia  e villas e lugares

(9) Arocena, F., Cvipuscoavía de Oñate, en ; ‘‘O ñate” (1951), pág. 10. Le su­
cede Francisco de V argas en 1478 y queda otro espacio sin corregidor entre 1479- 
1482. Véase, por ejemplo, la cédula (Barcelona, 3 setiembre 1481) im presa en ; 
Gorosábel, P . Memorión- sobre las guerras y  tratados de Guipúscoa con Inglaterra, 
Tolosa 1865, págs. 99-101.

(10) Azcona, T. de, Isabel la Católica, M adrid 1964, págs. 342-343.



de ella en  defec to  de corregim iento, la  justic ia  estaba perescida e los 
querellantes acrescentados e los m alos ensoberbecidos» (11).

Las palabras subrayadas dem uestran  que en  m om entos determ i­
nados la  H erm andad  p o r  sí sola y sin  la  som bra y el am paro  de un  
represen tan te  del poder Real se veía im posibilitada p ara  m an tener a 
sus m iem bros en  justic ia . Es preciso  tener en cuenta  que los años 
an teriores la  P rovincia  se vio envuelta en la  guerra  con Luis X I de 
F rancia  que apoyaba las pretensiones del rey de Portugal a la  Co­
rona  de Castilla y que  en  esa contienda jugaron un  papel a veces 
equívoco los cabecillas del bando  oñacino (12). E l clim a era m uy 
p ropicio  a la  p ro liferación  de m ilicianos y soldados sin trab a jo  dis­
puestos al p illa je , secuencia na tu ra l de todas las guerras.

Fortalecida la  H erm andad  y pacificada la  Provincia vuelve de 
nuevo a  q u ed ar su gobierno en m anos de sus propias autoridades. 
T an  es así que p o r u n a  cédula despachada en C órdoba a 7 ju lio  1484 
y d irig ida a la  Jun ta  y procuradores de los escuderos hijosdalgo de 
G uipúzcoa se encom iendan a la  decisión de los alcaldes ordinarios 
«todos e cualesqu ier pleitos que fueron  com enzados ante los dichos 
Juan  de Sepúlveda y licenciado D iego R odríguez de Baena e ante 
cualquier de ellos e no se determ inaron  e quedaron  indecisos porque 
esp iraron  los dichos sus oficios» (13).

La serie de corregidores que vuelve a in iciarse en 1487 es ya 
in in terrum pida , aparte  de algunos pequeños períodos de especial ten ­
sión. Ese año  recibe ta l nom bram iento  don Juan  de R ibera  que ejer­
cía de cap itán  general de la  fro n te ra  de N avarra . Com o es m ateria  
tan  abundan te  la  que ofrece el tem a, p o r abrev iar qu iero  recoger en 
algunos pun tos las atribuciones de que viene revestido  el corregidor 
a G uipúzcoa, en  conform idad  de la  R eal C édula en  que se le nom ­
b ra  (14).

(11) Ordenanzas aprobadas en Ju n ta  particular de B asarte y  confinriadas por 
los Reyes Católicos en Medina dpi Campo, 17 marzo 1482, en : “ Libro de Bollo­
nes” , fol. 100 sgs. V er tam bién: Landazuri, op. cit. t. I ,  págs. 211-223.

12) Sarasola, M. Vizcaya  31 los Reyes Católicos, M adrid 1950, págs. 128-130. 
La paz fue fin n ad a  en octubre de 1478, habiendo intervenido en ella el capitán 
general de Guipúzcoa don Juan  de Gamboa, Ibid. págs. 184-185.

(13) “ Copia de una Real cédula por la que se m anda que los Alcaldes ordi­
narios conociesen de los pleitos y causas que dejaron pendientes los Corregidores 
cesantes D. Juan de Sepúlveda y  D. Diego Rodríguez Baeza. E n : Arch. Grl. Guip. 
see. 3, neg. 8, legajo 17, año 1484.

(14) H e consultado pa ra  elaborar este resum en: la carta  Real que encarga 
el corregimiento al licenciado Francisco de V argas por un  año (A.G.G. 1-15-2, 
año 1477); la Real cédula de igual nombramiento pa ra  el capitán R ibera (M álaga, 
23 agosto 1487) y prórroga del mismo (Jaén, 14 octubre 1489) ambos documentos 
en (A.G.G., 1-15-4, aiño 1489).



1. D uración  del cargo: u n  año. Prorrogable.
2. R ecib ido  p o r los súbditos h a  de ser: «E l cual (año) se cuen* 

te desde el d ía que fuere  rec ib ido  p o r  vosotros al d icho  oficio en 
adelante.»

3. Su m isión será adm in istrar justicia: «oiga e lib re  e determ ine 
él o  qu ien  el dicho su p o d er hub iere  todos los p leitos y  causas civi­
les y crim inales que en esa d icha  p rov incia  e villas e  lugares de ella 
están  pendientes, com enzados e m ovidos en  el d icho u n  año».

4. Q uedan  absorbidas an teriores jurisd icciones: «los cuales di­
chos oficios (de A lcaldía m ayor e M erindad) es nuestra  m erced  que 
estén suspendidos d u ran te  el dicho tiem po». Las personas que  antes 
ejercían estos cargos deberán  en tregar sus varas al corregidor.

5. T iene facu ltad  de n o m b rar teniente. P ueda e jecu tar a l justi­
cia «po r sí e p o r sus oficiales e lugares tenientes, que  es nuestra  
m erced que en los dichos oficios de C orregidor e A lcaldía e M erin­
dad  pueda poner, los cuales pueda q u ita r  e am over cada e  cuando 
que entendiere  que a nuestro  servicio cum ple, e poner a  subrogar 
otro  u otros en su lugar».

6. E stá au to rizado  a deste rra r de la  p rov incia  a quienes consi­
dere sospechoso de tra ic ión , y  le puede obligar a p resen tarse  en Corte.

7. C obrará  de sueldo 300  m aravedís p o r  d ía de los propios de 
la P rovincia  o , si no tuv iere  bienes prop ios, «que los rep a rtan  entre 
vosotros según que lo  habéis de uso  e costum bre».

8. D ará  fianzas de «que cum plido  el dicho tiem po, h a rá  la  re­
sidencia que las leyes de nuestros reinos m andan  e h a rá  lo que por 
ello fuere  obligado».

A  estos p un tos básicos se irán  añad iendo  algunos o tros que en 
general no  h a rán  m ás que am pliar o  ac la ra r aquéllos. A sí ocurre 
con  el M erino m ayor. A l m ism o cap itán  R ibera  se le  o rdena que no 
ponga m ás de u n  M erino m ayor y que sea n a tu ra l de o tra  provincia 
y no  de G uipúzcoa, «e no  tenga el d icho  oficio p o r arrendam iento  
alguno». E n  la  m ism a carta  R eal se le  o rdena «quitéis el p rom otor 
fiscal e no  pongáis o tro  en su lugar, pues cuando  algún caso seña­
lado  aconteciere, que  no  haya p a rte  que acuse, el ten ien te  de su 
oficio  p u ed a  p roceder e hace r cum plim iento  de justic ia»  (15).

E n  esta m ateria  del p rom oto r fiscal y  en  o tra  aún  m ás delicada 
qu iso  in te rven ir el licenciado A lvaro  de Porras cuando  fu e  enviado

(15) “ Real cédula dada en Jaén a 18 de ju lio  mandando al Corregidor de la 
Provincia D. Juan  de R ivera ,... que tampoco tuviese Procurador fiscal perm a­
n e n te ...” E n : Arcli. Gral. Guip. sec. 1, neg. 15, legajo 3, año 1489. E n  el mismo 
¡egajo o tra  cédula con la misma prohibición dada en el Real de la Vega, 20 d i­
ciembre 1491. E sta  cédula es citada en el libro de los F ueros: T it. 3, ley 6.



a princip ios de 1491 con la  m isión de residenciar al corregidor don 
Juan  de R ivera. La Provincia se quejó  al C onsejo R eal de tales ex­
torsiones y éste ordenó al juez de residencia n o  hacer pesquisa ge­
nera l n i tener prom otor fiscal sino en  los casos señalados en D ere­
cho, y  adem ás que se a tuviera a cum plir su encargo en  cuan to  a la  
residencia de los alcaldes y regidores de villas.

E l cap itu lado  de los jueces de residencia establecía que abrieran  
inform ación de «cóm o los regidores e ju rados e fieles e sesm eros e 
procuradores usan  de sus oficios e guardan  las leyes del re ino  que 
en  lo  que toca a sus oficios disponen». E l licenciado P orras alargó 
sus poderes a « q u ita r los alcaldes de las villas e lugares de la  dicha 
provincia e poner o tros» . P ara  el exam en de estos regidores les hacía 
venir adem ás al lugar donde él resid ía. El consejo establece así la  
m isión del juez en esta m ateria : «Q ue en el lugar donde estuviere, 
suspenda los alcaldes e jueces de él y no de los otros lugares, e reci­
b a  la  dicha residencia de los d ic h o s ..., e si los h a lla re  tales que  se 
les deben  to rn a r (devolver) las varas, al tiem po de p artirse  de la  tal 
v illa  o lugar se las to rne y, si no , lo  no tifique al concejo p a ra  que 
elijan otros en su lugar, y que no suspenda los alcaldes de los lugares 
donde no  estuviere».

Es decir, aun  en  el caso de h a lla r incursos en cu lpa a los alcaldes 
o  regidores de las villas y de tener que suspenderlos en sus oficios, 
la  facu ltad  de elegir y nom brar nuevos quedaba en  m anos del con­
cejo o  m unicip io  de la  villa o lugar de referencia, y no  p asab a  a  ser 
a tribución  del residenciador. Es im portan te  tener en  cuenta  este de­
talle  que m ás adelan te  volverá a surgir en  el caso A cuña.

T odav ía  hay  que ano ta r o tro  cap ítu lo  en  la  ta rea  de estos jueces: 
la  revisión de cuentas m unicipales y provinciales. «O trosí, que se- 
pán  qué derram as se han  hecho  sobre los pueblos e qué form a se h a  
ten ido  en las rep a rtir  e cob rar, y si h an  sobrado , en qué se han  
gastado, y envíen relación  de todo ello». Eso m ism o encargaba el 
Consejo al licenciado Porras: «E  tom e e reciba las cuentas de los 
propios e repartim ientos»  (16).

Q uiero  dejar constancia de una  ú ltim a recom endación que los 
del C onsejo R eal hacen  al licenciado Porras, po rque en  ella  se reco­
noce la  p ecu liar fisonom ía del corregidor castellano destinado  en

(16) “ Real cédula dada en Sevilla a  22 de marzo, pa ra  que la Provincia re­
cibiese por juez de residencia al licenciado D. A lvaro de Porras, con las circuns­
tancias que expresa” : en : Arch. Gcl. Guip., sec. 1, neg. 15, leg. 5, año 1491. 
O tro  documento conservado dentro del mismo leg;ajo lleva este titu lo : “ Lo que 
mandamos que hagan e guarden los que van a  recibir las residencias es lo s i- 
giiiente.” He procurado resum ir y comparar el contenido de estos documentos.



G uipúzcoa: «A l cual d icho licenciado m andam os que los p riv ile­
gios de la  d icha Provincia e villas de ella guarde  e cum pla, según 
que hasta  aqu í han  sido usados e guardados».

O tras varias cuestiones p o d rían  haberse recogido en los dos cita­
dos docum entos, pero  he om itido  toda  referencia  a ellos p o r no 
a largar este apartado  en exceso. P or o tra  p a rte , los hasta  aq u í ind i­
cados han  de ser precisam ente m otivo de las tensiones que en  ade­
lan te  se h an  de suscitar en tre  la  P rovincia  y los C orregidores, y  ha 
sido esa la razón fundam ental de haberles dedicado este espacio.

4. REQUISITOS PR EV IO S A TOM AR LA VARA DE CORREGIDOR

En ocasiones posteriores qu ien  venía a G uipúzcoa p o r juez de 
residencia, solía quedarse después com o sucesor del co rreg idor sa­
liente, lo cual no sucedió esta vez seguram ente p o r el poco tac to  que 
dem ostró el licenciado A lvaro de Porras en su gestión. Es el cap itán  
general de la  fron tera  de N avarra , don Juan  de R ivera, qu ien  vuelve 
a rec ib ir nueva pró rroga de su cargo, el cual se p resen ta  en  la Junta 
general celebrada en Segura p o r noviem bre de 1491 llevando con­
sigo adem ás de su nom bram iento  una  « instrucción  de corregidores» 
que felizm ente se conserva en el A rchivo general de G uipúzcoa (17).

Está d irig ida «a los del nuestro  Consejo» y en ella se establecen 
veinticinco o rdenanzas o capítu los, conform e a los cuales h ab rán  de 
rec ib ir de los fu tu ros corregidores «el ju ram ento  donde m andam os 
que lo hagan e la  prom esa donde m andam os que la  hagan» . N o 
pienso detenerm e en analizar su conten ido  que, p o r o tra  parte , coin­
cide en m uchos puntos con los «capítu los de corregidores» del año 
1500 y son de aplicación general en los corregim ientos de to d a  Es­
paña. La instrucción de 1491 sólo contiene 25 ordenanzas, m ientras 
la de 1500 estaba form ada por 56 leyes o  cap íttu los de los que se 
recogen 40 en la  N ueva  Recopilación de ¡as Leyes  (lib ro  3, títu lo  6, 
leyes 1 a 40 que es la 56 de la p ragm ática original).

Coinciden estas ordenanzas ú ltim as (la  25 de 1491 y la  56 de 
1500) en m an d ar a los corregidores presen ten  estos cap ítu los ante 
quienes van a ser subord inados suyos, sea Consejo o Provincia, «que 
pongan un  traslado  de ellos en el libro  del concejo o en el au to  de

(17) “ Instrucción dada a los Corregidores para el ejercicio de sus funciones 
por los Reyes Católicos, en Córdoba a 4 de junio de 1491.” E n : Arch. Grl. Guip. 
sec. 1, Tieg. 15. legajo 7, año 1491. El ya  citado autor, González Alonso, B. 
otorga suma importancia a  este documento por se r an terio r a los “ Capítulos de 
Corregidores” promulgados en 1500.



SU recib im iento  y ju ren  en el concejo de guardar las cosas que por 
estas nuestras ordenanzas le m andam os». Todos los corregidores de 
Castilla debían , p o r tan to , ju ra r  el cum plim iento  de estas instruccio­
nes prim ero an te  el Consejo R eal y después en el lugar de su  desti­
no, pero  sobre todo aqu í si no tuv ieron  posib ilidad  de hacerlo  en 
la  Corte.

A  esta cerem onia deb ían  añ ad ir los corregidores de G uipúzcoa 
o tro  ju ram ento  de guardar ciertas condiciones propias y  específicas 
destinadas a conservar sus buenos usos y  costum bres. E n  la  m ism a 
Jun ta  general de Segura (noviem bre 1491) donde fue rec ib ido  por 
corregidor el cap itán  Juan  de R ibera , le fue presen tado  u n  cap itu ­
lado que com ienza con estas palabras: «Estas son las cosas y  con­
diciones con que la  Provincia de G uipúzcoa recibe p o r corregidor 
al m agnífico señor don  Juan  de R ibera , el cual d ijo  que cum pliría  
las condiciones que fueron  puestas al bachiller A lfaro  cuando fue 
recib ido  por su ten ien te»  (18).

N o son estos dos casos (el del teniente A lfaro y el del cap itán  
R ibera) los únicos en los que consta que los corregidores se some­
tieron a esta exigencia. Puedo p resen ta r otros varios textos posterio­
res y  m ás extensos que el de 1491 y  entre  ellos, pues m i in tención 
p rincipal es ac larar el caso A cuña, elegiré el que ju ró  su inm ediato  
antecesor, doctor Pedro  de N ava, cuando fue recib ido  en la  Jun ta  
particu la r celebrada en S anta  M aría  de O las a 10 feb rero  1518 (19).

V ein ticuatro  son las condiciones que se exigen cum plir a los 
corregidores en  estos docum entos y  siem pre las m ism as. C ada uno  
de ellos contesta al m argen lo que prom ete  hacer. P or no  a largar de­
m asiado, referiré las m ás principales divid idas en dos apartados: el 
referen te  a la H erm andad  y el que toca a la  vida m unicipal. Lo pri-

(18) “ Papel en que se expresan los capítulos de condiciones con que la P ro ­
vincia recibió por su corregidor a don Juan de R ivera.” E n : Arch. Grl. Guip., 
sec. 1 neg. 15, leg. 8, año 1491. Consta que el bachiller Diego Sánchez de A lfaro 
asistió como teniente de R ivera a  la Ju n ta  particu lar celebrada en ‘B asarte el 7 
febrero 1489. Cfr. : S. I. Quema de San  i'e&íTrtiÓK en 1489; en : “ Bol. Est. H ist. 
San Sebastián” , 6 (1972), pág. 199.

(19) H e podido consultar los testimonios de haber cumplido este requisito: t i  
lcd.° V ela-N úñez en Basarte, 20 setiem bre 1513; el doctor Fernández de Lagama 
en B asarte, 22 m arzo 1514; el noble señor don Sancho de Leyba en Vidania, 8 
junio  1515; m ás el citado en el texto. Constan por copia autorizada en : Arcli. 
Grl. Guip. corregimiento, secretario Mandíola, civiles-legajo 15 (año 1519): “ P e ­
dimento del Consejo de Lazcano contra los vecinos de O laverría” . Parece ser el 
mismo juram ento el otorgado por el led.® Luis P érez  en la Ju n ta  General de Mo­
trico : Registro de las Juntas generales... de Motrico, noviembre 1531. Edic. San 
Sebastián 1927, pág. 16.



m ero que se p ide al doctor N aba es: «Q ue, guardando  el servicio de 
Dios e de Su A lteza, guardará  e h a rá  g u ard a r el cuaderno  e o rde­
nanzas e cartas Reales que la  P rovincia  tiene p ara  su regim iento  y 
gobernación.»  A  ello el docto r N aba responde: «Q ue sí guardará  e 
los privilegios que la  P rovincia  tiene.» P o r los capítu los 20-23 se le 
pide: «N o im pida lo que la  m ayor pa rte  de la  P rovincia  en  sus Jun­
tas acordare en hacer de su presiden te; que vayan a la  C orte los 
procuradores que la  P rovincia  o  la  m ayor pa rte  nom brare  sin  que 
im pida el corregidor; que si la  P rovincia  o la  m ayor pa rte  de ella 
acordare de d ar sello e gasto (es decir: seguir p o r su  cuenta  y riesgo 
un  pleito  o  negocio ajeno), que el correg idor no  lo pueda im pedir; 
que no inh iba a los A lcaldes de la  H erm andad  en  los cinco casos 
e p ara  ello guardará  las o rdenanzas que se h ic ieron  en la  Jun ta  ge­
neral de la  v illa  de H ernan i.»  L a contestación del doctor N ab a  es: al 
capítu lo  21 que sí conform e a la  costum bre; a l 22 : que sí guardan ­
do el servicio de Su A lteza; y a los cap ítu los 20 y 23: sim plem ente 
que sí.

Pasando ahora a las condiciones referen tes a la  organización m u ­
nicipal, dice, p o r  ejem plo, la  núm ero  3: « Iten , que no  se em pacha­
rá  en c rear ni poner alcaldes o rd inarios n i de la  H erm andad , n i en 
qu itarles sus oficios directos ni ind irectam ente  a ningunos otros ofi­
ciales n i p rocuradores en  n inguna villa n i lugar de la  d icha p rov in ­
cia.» A ello responde: «Q ue así ju ra .»  E l cap ítu lo  15 p ide  al corre­
gidor respete las ordenanzas p rop ias de cada m unicip io  en  cuan to  a 
represión de riñas, etc., que en algunos casos im ponen  penas sin 
guardar la  o rden  del D erecho. Contesta: «Q ue g u a id a rá  las leyes del 
reino e las o rdenanzas confirm adas p o r Sus A ltezas e las costum bres 
que se han  guardado  de tiem po inm em orial.»

El prob lem a de la  p rim era  instancia  p rodu jo  m uchos roces en tre  
alcaldes y corregidores. Se le p ide  al docto r N ab a  que n o  se en tro­
m eta en pleitos ya recibidos p o r los alcaldes o rd inarios y  se le  am e­
naza con defender al alcalde sup lan tado  con toda  la  fuerza  de la  
P rovincia. E l doctor N ab a  responde: «Q ue guardará  seguridad como 
los otros corregidores lo h an  guardado.»

N o se om ite p lan tear el asunto  del p rom otor fiscal, p rohib iéndole  
al correg idor hacer pesquisa  general n i secreta p o r los capítu los 2 
y 8. D ice a ello el doctor: al 2 «que guardará  las leyes del reino 
com o los corregidores pasados la  h an  guardado»  y al n.° 8: «Se guar­
d ará  com o se ha usado  e acostum brado  e com o la  provisión  dispone.»

Las restan tes condiciones im puestas p o r la  P rovincia  n o  difieren  
en form a esencial de las generales que deben cum plir todos los co­
rregidores estén donde estén. H ab lan  de no aum entar los derechos de



arancel, de m oderar los gastos de escribanos y nuevos procesos, de 
la  obligación de som eterse a la  residencia el corregidor, su m erino 
y dem ás oficiales de su audiencia, etc. La contestación a estas exi­
gencias no  apo rta  nad a  nuevo. Se podrá  ap reciar en las respuestas 
qu izá alguna am bigüedad en las m ás com prom etedoras, pero  en ge­
neral saben respetar las peculiaridades de G uipúzcoa.

5. PR EFER IB LE LETRADO QUE M ILITAR PARA CORREGIDOR

Se tra ta  de u n  ordenam iento  establecido p ara  todo  el reino y del 
que, p o r tan to , no  vald ría  la  pena ocuparse, si no  h u b iera  dado oca­
sión a u n  episodio que con cierta  exageración clasifica u n  au to r m o­
derno  en tre  los «hechos que cabe calificar de excepcionales en  los 
anales de la  M onarqu ía  abso lu ta  ta l com o com unm ente se la  en tien­
de» (20).

A l m enos dos de los corregidores que h asta  aho ra  h an  aparecido 
en G uipúzcoa no parecen  hom bres de leyes y  p o r ello deben  nom ­
b ra r  sus tenientes en tre  los bachilleres o  Hcenciados en  D erecho. Pero 
esto tiene sus peligros, conform e a las reclam aciones de los pueblos. 
«Porque, seyendo encom endados los tales oficios de Juzgado a hom ­
bres de palacio , que saben u sa r m ejor de las arm as, que no  leer li­
b ros de los fueros y  derechos, h an  de poner otros en  su lugar, y  estos 
T enien tes, esforzándose en  los caballeros que los ponen , u san  vo lun­
tariosam ente de ellos (los oficios) y  sin  tem or cohechan  y las partes 
no alcanzan cum plim iento  de derecho» (21).

E n  relato  de este incidente se basa  en  tres cartas de F ernando  el 
C atólico escritas a  la  P rovincia. E n  la  p rim era  de fecha: Logroño 
(2 d iciem bre 1512), le  com unica cóm o envía al caballero  A ntonio 
de Luzón, «contino  de nuestra  casa», p ara  su stitu ir a l corregidor 
licenciado V ela-N úñez que todavía no h a  cum plido  el año  de haber 
ejercido el cargo. E n  la  segunda: Logroño (13 diciem bre 1512), el 
rey explica su conducta  que parece h a  ex trañado  a G uipúzcoa: «So­
lam ente fue m i fin  de enviarle (a Luzón) con alguna gente de caba­
llo, com o lo habéiS’ v isto , po rque tiene experiencia de guerra  y  m e 
parecía  que hab ía  necesidad en estos tiem pos de ahora que el corre­
gidor de esa provincia , dem ás de saber las cosas de justic ia , fuese 
experim entado en  guerra .»  P o r am bos personajes siente el m ism o

(20) González Alonso, B. E l Corregidor castellano, M adrid, 1970, págs. 86-87.
(21) N n e^a  Recopilación de las Leyes, Lib. 3, tit. 5, ley X X II. A los co rre ­

gidores letrados se les exigía haber estudiado Derecho Canónico y Civil por es­
pacio de diez años: Ibid. Libr. 3, tit. 9, ley I I ;  Lib. 2, tit. I, ley I V ;  Lib. 3, tit. 5, 
ley X.



aprecio  y deja en  m anos de la P rovincia  la  elección del que prefie­
ran , pues p ara  cualquiera  de ellos hay  o tros cargos im portan tes. La 
tercera  carta : Burgos, 20 diciem bre (1513?) avisa a la  Provincia que 
se acepta su cand idato  p referido  y se le m anda que «hayais e tengáis 
al licenciado V ela-N uñez p o r corregidor de esa d icha Provincia e 
uséis con él en el d icho oficio e le acudais e hagais a c u d ir ... com o 
lo  haciais antes que el dicho A ntonio  de L uzón fuese proveído del 
d icho  oficio» (22).

E sta h isto ria  no  significa el reb landecim iento  de la  M onarquía 
abso lu ta  sino sim plem ente el tac to  político  del rey Fernando. En 
efecto, se tra ta  del año en que se conqu ista  N av arra  y del m es en el 
cual se logra rechazar la  ofensiva del rey navarro  p o r reconquistar 
sus derechos. E l 7 de diciem bre a rreb a tan  los guipuzcoanos en  Belate 
la  a rtille ría  del ejército  francés y  el d ía  13 la  entregan  al duque de 
A lba en Pam plona. H ub iera  sido dem ostrar m uy poca h ab ilidad  po­
lítica  el desairar a  los guipuzcoanos en aquellos m om entos, sobre todo 
si hab ía  hecho innecesaria la  p resencia de los caballos del señor 
L uzón p a ra  decid ir la  contienda.

6 . E L  LICENCIADO CRISTOBAL VAZQUEZ DE ACUÑA

N o era  persona desconocida en G uipúzcoa y aun  p u d ie ra  ser 
que h u b ie ra  ten ido  m uy buenas relaciones de am istad  en tre  vosotros. 
V éase este fragm ento  de carta  b ien  elogioso p a ra  nuestro  personaje: 
«El p ro cu rad o r de la  d icha Provincia  (G uipúzcoa) m e hizo relación 
del m ucho cu idado  que tenéis en la  gobernación e paz e sosiego de 
esa d icha prov incia  e adm inistración  de su justic ia  de ella y en  todas 
las o tras cosas de ella que tocan  al servicio de la  serenísim a R eina 
princesa, m i m uy cara  e m uy am ada h ija , e m ío, lo  cual tengo yo 
p o r m uy c ierto  y  vos tengo en  servicio.» E stá d irig ida al «licencia­
do  de A cuña, co rreg idor de la  nob le  e  leal p rov incia  de G uipúz­
coa» (23).

(22) “ Traslado concertado de una Real céd u la ...” y “ Real cédula dada en 
Burgos a  20 de d iciem bre...” ; en ; Arch. Grl. Guip. sec. 1, neg. 15, legajos 22 y 
23, años 1512 y 1513? E l día en que fue despachada esta ú ltim a cédula no es el 
20 sino acaso el 29, ya  que no es fácil su lectura por hallarse  escrita en letras en 
espacio reducido. E n ese caso tampoco el año es 1513 sino 1512 según el cómputo 
de la Navidad. Así tiene explicación que a V ela-N úñez se le prorrogue el corre­
gimiento en 5 ju lio  1513 y que pueda asistir a la Ju n ta  General de M otrico, no­
viembre 1513. C fr.: Landazuri, op. cit. t. I I ,  pág. 76.

(23) Arch. Grl. Simancas. Castillc^Cédulas, L ibro n.® 14, fol. 203. D atada 
en Burgos, 18 e-uero 1508. E jerció  de corregidor desde setiem bre 1507 a mayo de 
1509 en que consta habérsele tomado residencia en ValladoHd. Cédulas, 7, 198.



E ra conveniente adelan tar esta alabanza bien  m erecida de quien  
supo cum plir a conciencia su m isión, p a ra  que nad ie  sospeche la 
existencia de recelos personales con tra  él p o r parte  de la  P rovincia, 
cuando llegue el m om ento  de presen tarle  tan  cerrad a  oposición, como 
se irá  viendo. E l m ism o licenciado A cuña, y  ello vuelve a dem os­
tra r  la  estim a del Rey y de los guipuzcoanos, aparece de nuevo en­
tre  nosotros p o r el año  1510 con m otivo de las d iferencias que sur­
gen en tre  los vecinos de Fuen terrab ía  y los de H endaya que p re ten ­
d ieron  ed ificar u n a  to rre  a la  orilla  del Bidasoa. Y a antes de m ayo 
de 1510 pasó  p o r  Fuen terrab ía  p ara  in form arse de tales diferencias, 
pero  es en  noviem bre del m ism o año cuando el rey F em ando  escribe 
al corregidor de G uipúzcoa, licenciado Francisco Téllez de H onti- 
veros, m andándole  se traslade a  Fuen terrab ía  y  espere a llí a l licen­
ciado A cuña, p a ra  que «am bos a dos en tendáis en  lo  suso dicho 
conform e a las provisiones que llevare» (24). Estos dos eran , por 
tan to , los com isarios del rey de E spaña p ara  tra ta r con los enviados 
del m onarca francés en las difíciles gestiones que d u ra ro n  hasta  1519. 
D uran te  esos diez años, si no  de m odo perm anente , puede afirm arse 
que A cuña residió en F uenterrab ía  y San Sebastián e hizo buenas 
am istades.

El p rop io  rey don Carlos firm a en  Santiago a com ienzos de abril 
de 1520 el nom bram iento  de corregidor de G uipúzcoa a favor del 
caballero G utiérrez Q uexada (D oc. 36 de A zcona). C orrespondía aquel 
año celebrar la  Jun ta  general de prim avera en V illafranca com enzan­
do a 21 de ab ril. E l m ism o día de la  ap e rtu ra  se p lan teó  la  Ju n ta  si 
convenía que el corregidor fuese caballero  o le trad o  y p o r m ayoría 
de votos se determ inó que fuera  le trado  (25). E sta ac titud  debió 
p ro d u c ir alguna división en tre  los procuradores jun teros, pero  el re­
sultado fin a l fue recu rrir al Consejo con tra  el c itado  nom bram iento . 
U no de los que acudió a V alladolid  a  esta em bajada fu e  e l com en­
d ador O choa de Isasaga, qu ien  tuvo  la  m ala  fo rtuna  de caerse de la  
caballería  y  descalabrarse. Se puede asegurar que el doctor N aba 
continuó de correg idor al m enos hasta  junio .

P ara  estas fechas hab ían  com enzado ya los «escándalos y ru idos

(24) Arch. Grl. Simancas. Ibid, libro n.® 20, fol. 380 v. E xiste  mucho m ate­
rial en ese y otros libros de cédulas sobre esta m ateria. S. Múgica asegura qiie 
en el archivo municipal de Fuenterrabía se conserv’a  el proceso original escrito 
en 1518 sobre las diferencias entre Fuenterrabía y Hendaya al que asistió el li­
cenciado A cuña: Los gascones en Guipúzcoa; en : “ Hom enaje a C. de Echega- 
ray” , San Sebastián 1928, pág. 11.

(25) M emoria de las cosas gue. se han proveído en la Junta  general de Villa-“ 
franca  (1520). E n : “ Colee, doc. ined. H istoria  de Guipúzcoa” , I  (1958), pág. 25.



que en  estos reinos han  sucedido antes y  después de m i em barque» 
(del rey C arlos), com o se dice en  docum ento  contem poráneo. Es de­
cir: la  guerra  de las C om unidades. T ordesillas y  la  re ina  doña Juana 
caen  en p oder de los com uneros p ara  fines de agosto; dom inan  Va- 
Iladolid  en octub re  y p ren d en  al Consejo R eal. E scapa el cardenal 
A driano , ún ico  gobernador del reino, a  qu ien  se une  después con el 
m ism o títu lo  en M edina de R ioseco el a lm iran te  de C astilla, don E n­
rique  E nríquez. E l tercer gobernador, condestable don  Iñigo de Ve- 
lasco, queda en  Burgos, c iudad  que h a  logrado som eter a la  causa 
del rey  p rom etiendo  g u ard a r sus fueros y  libertades. M uchos nobles 
que com enzaron sim patizando  con los rebeldes, se pasan  al bando 
realista.

V olviendo a  nuestra  P rovincia, parece cierto  que en  la  Jun ta  p a r­
ticu lar celebrada en  Basarte a m ediados de setiem bre se solicita el 
envío de correg idor que adm inistre  justic ia  y pacifique los ánim os 
revueltos p o r el caso Q uexada. P o r cédula fechada en M edina de 
R ioseco a  11 de noviem bre el cardenal A driano  nom bra  p a ra  e l car­
go al licenciado C ristóbal V ázquez de A cuña. A  sim ple v ista  la  elec­
ción n o  puede ser m ás acertada, pues se tra ta  de qu ien  conoce bien  
la  te la  que h a  de cortar.

N ad a  m ás p isar la  P rovincia  se hace cargo del recelo con que se 
fe m ira , si n o  es franca  hostilidad . L lega a la  v illa  de A zcoitia, don­
de debía reunirse la  Jun ta , p resen ta  sus credenciales y  la  m ayoría no 
le recibe p o r ta l corregidor. ¿C óm o se explica?

Las inform aciones enviadas p o r la  pa rte  m enor al rey don  Carlos 
contienen varias contradicciones y u n a  de ellas, la  que ahora interesa 
destacar, es la  afirm ación  de que A cuña llegó a A zcoitia ocho días 
antes de com enzar la  Jun ta . Si la  d a ta  de la  cédula (11 noviem bre) 
es correcta, no  p u d o  h ab er ocurrido , po rque la  Jun ta  de inv ierno  se 
ab ría  « trece d ías después de la  fiesta de Todos Santos, que será 
p rim ero  día de Ju n ta  a  catorce de noviem bre» (T it. 4 , ley 1 de los 
Fueros). A rriesgando m ucho cab ría  decir que A cuña se p resen tó  en 
A zcoitia sin  papeles y  éstos le  fueron  rem itidos m ás ta rde . Y  ¿cuá­
les e ran  estos papeles? C reo que aq u í está la  clave del m isterio , pero  
h ab rá  que detenerse algo en la  exposición.

T ra ía  u n  m andato  p ara  que fu eran  obedecidas las órdenes em a­
nadas de los gobernadores y  o tra  provisión  p ara  que fuera  desem ­
bargada la  a rtille ría  que desde Fuen terrab ía  se llevaba p a ra  com ba­
t i r  a los rebeldes y fue deten ida p o r orden  de la  P rovincia  en  Villa- 
franca . N o parece resid ir en esto el m otivo de la  oposición.

L o p rim ero  que p resen ta ría  sin d u d a  sería el títu lo  de corregidor. 
E n  él encuen tran  los au tores la  m echa que hizo  sa ltar el polvorín.



«Su títu lo  le au to rizaba , adem ás, p ara  reasum ir alcaldías y  alguaci­
lazgos de la  p rovincia , cuyos oficios quedaban  suspendidos, así que 
p ara  hacer salir de su te rrito rio  a los caballeros y dem ás personas 
que le  pareciesen. H e aq u í el origen de algunas d isidencias»  (26). 
N o  puedo  acep tar esa explicación, pues tales facu ltades e ran  com u­
nes en  todos los nom bram ientos de correg idor desde el año  1487 al 
m enos, como se h a  v isto  antes.

H ay en  todo esto c ierta  confusión en tre  alcaldes ord inarios y 
A lcaldías m ayores, M erinazgos y dem ás oficios anejos, los cuales sí 
quedan  suspendidos al no m b rar corregidor, y  quienes osten tan  esos 
cargos deben  en tregar sus varas al nuevo juez, A sí estaba determ i­
n ad o  p o r  la  ley general del re ino  (27) y  es una  fó rm ula  que  viene 
repetida  en  todos los títu los de corregidores con las m ism as palabras 
que se pueden  leer en el nom bram iento  de G utiérrez  Q uexada (docu­
m ento  n.® 36 de A zcona). Lo m ism o se diga de la  facu ltad  de m an­
d a r al destierro  o a la  C orte a quienes fu eran  sospechosos, que tam ­
b ién  se repite en todos los nom bram ientos. En todo ello no  debieron 
ver los guipuzcoanos novedad alguna.

Com o requ isito  previo a tom ar la  vara  se h a  d icho ya que el 
corregidor debía ju ra r  el cum plim iento  de ciertos capítu los. N o  se 
conoce el docum ento  detallado que asegure el cum plim iento  de esta 
condición p o r el licenciado A cuña, com o el antes recogido del doctor 
N aba; pero  sí consta que otorgó juram ento  y d io  fianzas de some­
terse a residencia. «E l dicho licenciado, teniéndose p o r  correg idor de 
la  p rovincia , fizo  e p restó  ju ram ento  en  la  fo rm a acostum brada, con 
fianza que dio p o r  an te  el escribano fie l e  p o r  an te  F rancisco  Pérez 
de Y diacaiz, com o parece en fie ldad  del uno  e del o tro» (doc. n.® 18 
de A zcona). Es decir: A cuña no debió poner n ingún obstácu lo  im ­
p o rtan te  al cum plim iento  de las condiciones que  se im ponían  a todo 
correg idor en  G uipúzcoa antes de ser recibido. Y a en ocasión an te­
rio r lo  hab ía  hecho  y tam bién cum plido la  p a lab ra  dada a satisfac­
ción de la  P rovincia.

En las pa labras ú ltim am ente copiadas del trabajo  de A zcona hay

(26) Gorosábel, P . N oticia de las cosas memorables... de Guipúzcoa; t. I I I ,  
Tolosa, 1900, pág. 162. M arichalar-M anrique. Fueros de N avarra... Guipúzcoa, 
M adrid, 1868, pág, 382, dice: “ Suspendió todas las disposiciones ferales sobre 
jurisdicción, etc.” . N . de Soraluce en su H istoria de Guipúzcoa usa  la expresión 
“ suspendidas las garantías forales” , que no agradó a  Ram írez Ola-no-González E cha- 
varri. L a  guerra de. los Comuneros en el P aís Vasco, San Sebastián 1905, pág. 87. 
C. de Ecbegaray parece lim itarse a  copiar lo dicho por M arichalar-M anrique.

(27) “ Que proveyéndose Corregidor en alguna ciudad o villa, se entienda que 
vacan las mercedes de Alcaldías, alguacilazgos y m erindades” . E n : Nue^-a R eco­
pilación de las Leyes, Lib. 3, tit. 5, ley X X III.



una  frase que qu iero  destacar. D ice: « teniéndose p o r corregidor de 
la  P rovincia» . E stá escrita  p o r San Sebastián  y consortes en carta 
al duque de N áje ra  y  p o r eso no  se le puede a tr ib u ir  sen tido  d u b ita ­
tivo. Sin em bargo, es preciso analizar el conten ido  de esas palabras 
p o r  si pueden  apo rtar alguna luz. D el caballero  G utiérrez  Q uexada 
no  se afirm a que hub iera  p restado  ju ram ento , pues al no  h ab e r sido 
recib ido  y al h ab er suplicado  la  P rovincia, su  títu lo  quedaba sin 
efecto.

Es evidente que la  m ayor p a rte  de la  Provincia elevó al Consejo 
o tra  súplica en cuan to  conoció la m isión del licenciado A cuña. 
«Los contrarios, haciéndose m ayor parte  p o r fogueras, lo  con trad i­
jeron, e no  quisieron reconocer cosa de él, so color (de) suplicación 
que decían que in terpon ían  de todo ello» (doc. 23 de A zcona). T am ­
bién  parece seguro que hubo  sobrecarta  de los G obernadores orde­
n ando  recib ir al corregidor a pesar del rep aro  propuesto . E n  el docu­
m ento núm ero  10 que pub lica  A zcona hay u n a  no ta  señalada con el 
núm ero  (1) que dice: «Ay sobrecarga (sic) de su corregidor, sin  em ­
bargo de la  suplicación». E n tiendo  que se debía  leer sobrecarta, que 
quiere decir segunda yusión o m andato . A sí se expresan  tam bién  los 
au tores M arichalar-M anrique cuando  dicen: «L a resistencia dio lu ­
gar a una  segunda yusión en la  que el em perador am enazaba a  los 
que no la  adm itiesen con la  pérd ida  de cuanto  les hubiese o torgado 
la m unificencia regia e de otros cualesquier sus bienes p a ra  la  nues­
tra  cám ara (27 bis).

T al suplicación llevaba consigo el cese o al m enos la  suspensión 
tem poral de toda activ idad  p rop ia  del corregir, cosa a la  que el licen­
ciado A cuña no se doblegó. A hora b ien , si el cargo q uedaba  en 
suspenso, él no pasaba de ser u n a  persona p rivada. V éase cóm o ex­
presa este pensam iento  la  m ayor p a rte  de la  Provincia en  requeri­
m iento  que se le h izo  al in teresado: «H acem os saber a vos el lincen- 
ciado C ristóbal V ázquez de A cuña que a nuestra  noticia es venido 
que vuestra  m erced, no siendo recib ido  p o r correg idor de esta dicha 
provincia p o r la  m ayor parte  de ella, en perju icio  de nuestra  supli­
cación p o r donde suplicam os de las provisiones que tra íades p ara  
e l corregim iento  de esta d icha provincia , os habéis encerrado  en  la 
v illa  de San S eb astián ,... e habéis tra íd o  e traéis v a ra  de justicia 
e exercéis autos de ju risd icción  con tra  nuestra  vo lun tad , com o per-

(27 bis) M arichalar-M anrique, op. cit. pág. 382. ¿ H abrá  que considerar como 
segunda j'usión la carta  escrita por el emperador a Azpeitia y  demás villas re­
beldes (W orms, 31-d¡ciembre-1520) mandando recibir a  Acuña por corregidor? 
(Doc. n.® 13 de Azcona). Pero  aquí no se conminan penas alg^jnas.



sona p rivada, sin tener poder p a ra  ello, obstando  nuestra  suplica­
ción» (doc. 10 de A zcona).

Este es el m om ento  en que las cosas no m archan  p o r  la  v ía o rd i­
naria . ¿Q u é  poderes especiales tiene el licenciado A cuña p ara  no 
retirarse  o  a l m enos esperar la  decisión del Consejo o  de los G ober­
nadores, una  vez de que su nom bram iento  se h a  puesto  en  en tred i­
cho? ¿A caso en tre  las «provisiones» que tra ía  el nuevo corregidor, 
h ab ía  alguna de signo an tifo ra l?  E ntre los papeles presentados por 
A cuña en la  Ju n ta  general de A zcoitia he enum erado antes, adem ás 
del títu lo , la  provisión p ara  obedecer a los G obernadores y la  que 
m andaba desem bargar la  artillería , pero  sospecho que hubo  alguna 
o tra  provisión m ás, cu lpable precisam ente del enfren tam iento . Para 
op inar así, encuentro  dos razones que paso  a exponer.

S orprende que el licenciado A cuña considere derogadas dos cé­
dulas reales: la  de E nrique IV  (V alladolid , 24-octubre-1464) y  le 
de F em ando  el C atólico (G uevara, 18-junio-1476) que la  Jun ta  de 
H ernan i u tiliza en el requerim ien to  ante aquél p resentado: «A que­
llas provisiones están expresam ente revocadas p o r las leyes del 
R eino, con todas las o tras m ercedes e privilegios dados p o r el dicho 
Rey don  E nrique en tiem pos de sus necesidades e de los m ovim ientos 
de estos reinos, desde el año de sesenta y cuatro  y sesenta y seis hasta  
el año de ochenta y cuatro»  (doc. n.® 10 de A zcona). Y  p o r si esto 
fuera  poco, term ina ese párra fo  de la  respuesta dada p o r  A cuña a 
la  Provincia con esta defensa del poder absoluto de los reyes: «E que 
el no  sabe ley n i derecho que disponga que las tales cartas e prov i­
siones hechas en perju icio  del Rey e del R eino e de su  preem inencia 
e C orona R eal, puedan  ligar e a ta r las m anos a sucesor en el R eino 
p ara  que las haya de guardar e estar p o r ellas, si él no  quisiere». 
¿E s ésta acaso la  nueva línea de gobierno del rey Carlos o  de sus 
consejeros?

A parte  de este tem a de ám bito  m ás general, hay  o tro  detalle 
relacionado  con el p rob lem a concreto  de G uipúzcoa. Se encuentra  
en la  sentencia p ronunciada  p o r el licenciado A cuña con tra  las villas 
rebeldes (doc. n.® 11). E n tre  las diversas penas que im pone, hay 
una  que es de im portancia  capital: p riv ar a  las villas de Tolosa, 
Segura, V illafranca y consortes del derecho a elegir sus propios al­
caldes y  regidores y tran sfe rir esta facu ltad  al corregidor. Y  esto se 
hace en  v irtu d  de los poderes con que se h a lla  revestido: «M ando 
p o r v irtud  de las provisiones e  com isiones  a m í dirig idas que el co­
rreg idor que fuere  a la  d icha provincia los (alcaldes y regidores) 
nom bre e ponga en nom bre de Sus M ajestades, dándoles p a ra  ello 
com isión e poder bastan te» . Los lugares un idos a Tolosa, Segura y



V illafranca quedan  exim idos de la  ju risd icción  de esas villas y unidos 
a San Sebastián  y dem ás villas leales.

H e subrayado lo de provisiones y  com isiones, po rque considero 
que era éste el cuarto  docum ento  o papel con el que venía  investido 
A cuña y cuya existencia acaso conocía la  P rovincia  aun  antes de que 
el licenciado se p resen ta ra  en M ondragón. E ra  n a tu ra l, p o r ello, que 
se le h ic ieran  todas las m anifestaciones hostiles que acaso con  cierto 
regusto re la tan  los donostiarras, y  no  p o r cierto  a la  persona, sino 
a los poderes que tra ía . Estoy, según esto, conform e con los autores 
antes citados en  que el licenciado A cuña tra ía  facultades especiales, 
lo que no  acepto es la  inclusión de éstas en  el títu lo  de corregidor. 
C reo que e ran  o tras provisiones y com isiones d istin tas.

A hora b ien , nad ie crea que acuso a San Sebastián  y consortes 
de convenio con  el correg idor A cuña p o r la  am bición de dom inar 
los pueblos y aldeas que se desm em braran de T olosa y sus adheridos. 
Pero sí veo tan to  en el licendiado  com o en las villas leales un  em ­
peño en deso rb itar la  hostilidad  de los rebeldes, para  que haya cons­
tancia  de que ejerció el cargo de correg idor con p leno  derecho, porque 
la  m inoría  que lo adm itió  y recibió  p o r ta l, era la  m ejor y la  m ás 
sana parte , com o reales al rey, de cuantos lo deb ían  adm itir.

Podría  aqu í d ar por term inado  el caso A cuña, pero  m e parece 
necesario  añad ir que algo sem ejante a esto hab ía  ocurrido  p o r aque­
llas fechas en provincias vecinas. El Señorío de V izcaya se queja 
al Consejo R eal del correg idor que no guarda  las ejecutoríales obte­
n idas sobre «cierta  m anera que ellos tienen  en elegir d ipu tados e 
regidores e otros oficiales en el d icho condado». O tra  cédula  algo 
posterio r alude a u n  proceso que las siete m erindades v izcaínas traen  
con tra  el correg idor p o r p re ten d er in te rven ir en  « la elección de los 
oficios del regim iento  del d icho  condado» . En este docum ento  la 
actuación  del correg idor no  aparece puram ente  a rb itra ria  y  perso­
nal, sino debida a una  ejecu toria que le  favorece. H ay  otras varias 
cédulas sobre el m ism o tem a y en una  de ellas consta que  el corre­
gidor tiene tom ado el sello del Señorío (28). E n  este caso parece 
que son los cargos del Señorío los in tervenidos p o r el corregidor, 
no los de los m unicip ios. E l haber solucionado a tiem po estas com ­
petencias fue acaso la  causa de que V izcaya figurara  en tre  los leales 
al Rey cuando las C om unidades.

(28) Arch. Grl. Simancas, Castilla-Ccdulas, Lbr. 36, £ol. 178r. (Zaragoza, 20- 
junio-1518); Ibíd. lbr. 42, fol. 169r. (Zaragoza, 12-octubre-1518); Ibid. ibr. 41, 
fol. últim o s.n. (24-noviembre-1519, V alladolid); Ibid. Ibr. 39, fol. 353v. (Molins 
del Rey, 20-diciembre-1519).



El o tro  caso es de Pam plona, y éste sí relativo  a  cargos m unici­
pales. La ciudad  se queja del duque de N ajara , V irrey  de N avarra , 
qu ien  ha pre tend ido  o lv idar que «ellos tienen  fuero  e privilegio an ti­
quísim o, confirm ado p o r e l católico Rey m i abuelo , que  san ta  gloria 
haya, e usado e guardado  p ara  que los oficios de regidores de la 
d icha ciudad  sean añales e que la elección de ellos pertenesce a 
la  d icha ciudad  p o r votos, p ara  que ellos elijan qu ien  v ieren  que 
cum ple a nuestro  servicio e al bien  de la  repúb lica» . El rey es ta jan te  
ordenando  al de N ájera: «que agora p o r algunos respetos e conside­
raciones que a ello nos m ueven, cerca de la  d icha elección no hagais 
novedad alguna, sino que aquélla se haga según e de la  m anera  
que hasta  aq u í se ha hecho» (29).

A la  v ista de todos estos antecedentes que no es im probable  hub ie­
ran  llegado a noticia de los guipuzcoanos y ten iendo  acaso referen­
cias directas de las atribuciones con que venía revestido el nuevo 
corregidor, se com prende la  oposición que la  Provincia presentó  desde 
el p rim er m om ento a la  adm isión del licenciado C ristóbal V ázquez 
de A cuña. N o tiene, en cam bio, explicación fácil la  ac titud  sum isa 
de San Sebastián y sus consortes, a quienes siem pre se ha visto — al 
m enos a los donostiarras—  defender con em peño las prerrogativas 
m unicipales que se derivan del fuero  de población.

C uando el D uque de N ájera  escribió al em perador Carlos V  
anunciándole la  pacificación de la  provin ica y el envío p o r ésta de 
d iputados an te  su R eal persona, los recom endaba con estas palabras: 
«V uestra M ajestad  m ande rec ib ir b ien  sus m ensajeros, ten iendo  p o r 
razonables las causas que tuv ieron  p ara  suplicar de la  provisión  del 
licenciado A cuña, y les m ande que hayan  de tom ar p o r corregidor 
a la  persona que a V uestra  A lteza pareciere y fuere  seiTido» (doc. 20 
de A zcona).

B astarán estas palabras p ara  d isipar todo recelo de concom itancia 
en tre  T olosa y villas adheridas con las C om unidades, aun  cuando 
quizá existiera u n  propósito  com ún de resistencia a  la  in trom isión 
de los corregidores en la  v ida m unicipal. O tros detalles relativos a 
la  sentencia a rb itra l del D uque, etc., pueden  verse en la  docum en­
tación de A zcona ya citada. Sólo quiero recoger estas notas: la  sali­
da del licenciado A cuña p o r orden  de los G obernadores p a ra  m edia­
dos de enero; la Jun ta  general reun ida  en  Z um aya el 13-abril, desde 
la  cual solicita la  P rovincia  al E m perador el envío de corregidor, 
que no  h a  querido  rec ib ir de m anos de los G obernadores; el nom-

(29) Arcli. Grl. Simancas, Castilla-Cédulas, Li>r. 36, fol. 207 r. (Zaragoza, 
6-octubre-1518).



bram iento  recaído en  la  persona del licenciado Sarm iento , que a 
m ucho andar llegaría p ara  m ediados de junio.

Com ienza la  invasión de N av arra  p o r  el ejército  francés e l 16 de 
m ayo, y esa circunstancia  guerrera  consigue la  paz  en tre  las villas 
guipuzcoanoas, «que de un  extrem o de convulsión y de guerra  civil 
hab ían  pasado  a una  co laboración eficaz fren te al invasor» , en  frase 
de T . A zcona.

7. INCIDENTES CON EL LICENCIADO D. ALVARO MALDONADO

DE FÍGUEROA

Es im posible e innecesario  ir  detallando  todos los debates que 
en tre  ayuntam ientos y Provincia con tra  e l correg idor han  ido ocu­
rriendo  a lo largo de todo u n  siglo. Se hace preciso, p o r ello, escoger 
algunos de m ayor significación que sirvan com o ejem plo. E l que 
aho ra  m e toca re la ta r ha sido c itado  en ocasiones posteriores p o r la  
im portancia  que tuvo en determ inar las com petencias de la  Jun ta  
fren te  al corregidor.

Ind iqué  antes cómo una  de las prerrogativas del corregidor era 
rev isar las cuentas m unicipales, y aunque su alcance teórico  pudo 
llegar a la  revisión to ta l, parece que en la  p ráctica  sólo eran  destina­
das tales revisiones a conocer los m aravedías p ara  la  C ám ara que 
se im ponían  en  las penas o m ultas dadas p o r los alcaldes. D e todas 
form as los pueblos veían  con poca sim patía sem ejante in jerencia y 
p ro cu rab an  ponerle  toda  clase de trabas. E ntre ellas, una  era  la  de 
que el correg idor v in iera  él en persona a cada villa  p a ra  el exam en 
de cuentas.

O currió  que el licenciado M aldonado vino a San Sebastián  a 
rev isar las cuentas de diez años y los alcaldes y regidores se le opu­
sieron. O rdenó  el correg idor fu eran  presos los rebeldes, p e ro  éstos 
se re tra je ron  a  las iglesias parroqu ia les de la  villa que gozaban del 
derecho de asilo. El m erino  enviado a cum plir esa m isión recib ió  
«dos fieras cuchilladas»  y estuvo abandonado  p o r m uerto  en  la  vía 
púb lica . Com o m om entos antes de ser a tacado  hab ía  sostenido una  
discusión con  el alcalde D om ingo de B alerdi, el corregidor inició 
proceso  crim inal p o r su a taque al m erino con tra  todo  el regim iento. 
E n  los autos realizados con este m otivo la  p a rte  donostia rra  afirm a­
b a  an te  el Consejo R eal «que el licenciado M aldonado no  quería 
pasar p o r lo que otros corregidores h ab ían  pasado  en el to m ar de 
las cuentas de las villas, e que ellos estaban  en costum bre que unos 
alcaldes se las tom asen a o tros, e que el licenciado n o  q uería  tole­



ra r  esto sino que fuese visto  p o r él, de lo cual se les seguía grande 
daño».

H acia fines de octubre envió el corregidor a todas las villas de 
G uipúzcoa u n  m andato  en el que se disponía: 1. Q ue los dineros de 
la  foguera o repartim ien to  provincial no le fueran  entregados a quien 
la  Jun ta  general an te rio r hab ía  nom brado , que era  precisam ente el 
alcalde de San Sebastián, Balerdi, procesado y re tra ído  en la  iglesia, 
sino que se tra je ran  a la  próxim a Junta . 2. Q ue todos los pueblos 
env iaran  a la  v illa  de su residencia «las cuentas del h ab er de los 
propios y ren tas de las dichas villas, alcaldías y lugares, y  la  razón  
de los encabezam ientos y  repartim ientos de la  alcabala y la  razón 
de las condenaciones de penas de cám ara que se h an  hecho  de diez 
años a esta parte» . 3. O rdenaba  tam bién — y esto era  lo m ás odioso—  
que p ara  la  p róxim a Jun ta  general a celebrar en H ern an i no  fueran  
elegidos procuradores junteros «que hayan intereses propios p o r li­
branzas n i en o tra  cualquier m anera en la  dicha Junta , sino personas 
llanas y  sin  pasión, honradas que no hayan  de rep a rtir  in terés su­
yo p ropio  en  lo que se tra ta re  en la  dicha Junta» . Les advertía , po r 
últim o, que no serían recibidos p o r junteros aunque las villas los 
nom brasen.

Con estas disposiciones p retendía  el corregidor oponerse a que 
la  Provincia com o ta l tom ase p o r suyo el pleito  p lan teado  contra 
la  v illa  de San Sebastián antes aludido. Sin a tender las recom enda­
ciones de la  au to ridad  esta villa eligió y envió a H ernan i p o r sus 
jun teros a Pedro  de G oam izo  y a M artín  de A guirre, herm ano  de 
Juan  López de A guirre que resid ía en C orte p ara  defender al concejo 
donostiarra . Era, según la  m ente del corregidor, de los inhabilitados 
p ara  ese cargo, po rque en la  Jun ta  de H ernan i se tra ta ría  del salario  
que m erecía su herm ano Juan  López.

La prim era anom alía de la  Ju n ta  com enzada el 14 de noviem bre 
fue la presencia del escribano del corregim iento, Juan  B eltrán  de Se­
guróla, como secretario o fiel de Juntas y  no fue reclam ada p o r los 
jun teros. H icieron el ju ram ento  acostum brado, nom braron  p residen­
te-asesor al bachiller M artín  M artínez de A charan , vecino de Azpei- 
tia, y se exam inaron los poderes que tra ían  de sus villas respectivas 
los procuradores jun teros. Fue reconocido válido p o r la  Jun ta  el 
poder de San Sebastián que nom braba a M artín  de A guirre en  con­
tra  de lo dispuesto p o r el corregidor. Y  aqu í com enzó la  fiesta.

Será m ejor que el propio  corregidor la  relate: E l p rim er d ía de 
Jun ta  requirió  al citado A guirre a que ab andonara  la  sala y, n o  h a ­
biendo sido obedecido, volvió a requerirle  an te  escribano al té rm i­
no de la  reun ión  p ara  que no  volviera. «Se volvió o tro  d ía  al cabo



de tres yusiones a la  d icha Ju n ta  y, d iciéndole yo que era  desacata­
do a lo  que tocaba al servicio de V. A lteza, m e respondió  que allá 
no hab ía  o tra  ju risd icción  n i qu ien  pudiese m an d ar sino la  Ju n ta , e 
que no ten ía  él que obedecer m is m andam ientos ni p roveim ientos es­
tan d o  en Jun ta . Levantándom e yo solo a sacarle de la  d icha Jun ta , 
todos los dichos p rocuradores sin  fa lla r n inguno con  m uy grandes 
gritos a m anera  de m otín  se levan taron  a  m e resistir, com o en  efecto 
m e resistieron  que no  se lo  sacase e, queriendo  yo p o rfia r p a ra  sa­
carle , m e conm inaron  con em puñar los puñales y con  decir o tras 
pa labras in juriosas, que p o r ser ellas algunas en  bascuence, yo no 
las perc ib í m as de que luego se sonó p o r el pueb lo  que decían cuan­
do daban  las voces en  la  d icha lengua bascongada: m uera, mue­
ra!»  (30).

Así com ienza u n a  enconada pelea en tre  el correg idor y  la  Junta 
que d u ra  varios m eses y p o r ello no  puede hacerse o tra  cosa que 
resum ir a grandes rasgos lo  ocurrido . O lv idando  la  disposición de 
las O rdenanzas provinciales que p roh íben  a rresta r a n ingún  jun tero  
m ientras d u ra  la  Jun ta  y en  su desplazam iento  de ida  y vuelta  sino 
po r orden  de ella , el co rreg idor M aldonado puso en p risión  a M artín  
de A guirre. A legando después que to d a  la  Ju n ta  se le  h a  soliv ianta­
do, la  suspende y o rdena a los procuradores abandonen  la v illa  y se 
restituyan  a sus casas en  el p lazo  de unas horas. L a P rovincia  le 
requ iere  ante escribano  dándole a  en tender que n inguna de las dos 
cosas está en sus m anos, y an te  la  obstinación del correg idor los 
procuradores obedecen p o r b ien  de paz. Se recurre , sin em bargo, al 
Consejo de donde se obtiene u n a  p rim era  provisión (T oledo, 24 no­
viem bre 1560) en  la  cual se dispone la  lib e rtad  de los que tenga p re ­
sos y  la  vuelta  a reun irse  la  Jun ta . Juan  López de A lcega, escribano 
que en T olosa no tifica  esta prov isión  al licenciado M aldonado el 28, 
es enviado a la  cárcel, p re testando  que tales notificaciones se las ha 
de h acer u n  escribano  de su audiencia.

V uelve a quejarse  la  P rovincia  y  nueva provisión  (12 diciem ­
b re) con las m ism as disposiciones, no tificadas esta vez p o r Juan  Bel- 
trán  de Seguróla, escribano  del corregim iento, y que no  m erecen m a­
yor in terés p o r p a rte  del corregidor. M ás quejas p o r pa rte  de G ui­
púzcoa an te  el Consejo y o tra  te rcera  provisión  (24 diciem bre) re­
novando  las órdenes an teriores a pesar de que ya se h an  recib ido en 
él las razones con que ju stifica  su ac titud  el licenciado. P o r fin  se 
aviene éste a lib e rta r  a los presos y convocar la  Jun ta  p a ra  m ediados

(30) Arch. Grl. Guip. sec. 1, neg. 12, leg. 16, año 1560. “ Expediente relativo 
a los excesos cometidos por el C orreg idor...” .



de enero. Se advierte en la convocatoria a las villas que sean envia­
dos a Ju n ta  procuradores d istintos de los anteriores y tam bién que 
no  será rec ib ido  p o r asesor-presidente el bach ille r A charan . Esto su­
ponía  nueva Jun ta , cuando la  de H ernan i no hab ía  term inado  y en el 
C onsejo se le h ab ía  o rdenado  concluirla. E ra , además^ pa ten te  con­
trafuero .

In terpone todos sus buenos oficios la  Provincia an te  el corregi­
dor p a ra  que reconsidere su ú ltim a decisión y la  revoque y, p o r fin , 
accede a  que vuelvan a reun irse  los anteriores jun teros con su  p re ­
sidente, pero  no  asiste él en persona sino que envía por ten ien te  al 
bach ille r Z ald iv ia . Tam poco era  m edida m uy acertada, pues era  p re ­
ciso que fu e ra  personalm ente  estando en  la  P rovincia, pero  p ara  m an­
tener el sosiego púb lico  los procuradores acceden y com ienza a  ce­
lebrarse  la  segunda pa rte  que no  dura  m ás que dos días. E l m otivo 
de esta nueva suspensión consiste ahora en que el escribano fiel de 
Juntas debe perm anecer en  la  residencia del corregidor p ara  exam i­
n a r las cuentas y  recoger los m aravedís pertenecientes a las penas 
de C ám ara. Parece u n a  sim pleza sin fundam ento.

Así lo com prende el Consejo Real que al recurso enviado p o r la 
P rovincia  contesta con nueva sobrecarta (10 febrero  1561), en  la  cual 
se d ispone, sin  em bargo de las razones p o r él aducidas an te  el Con­
sejo, cum pla lo  establecido en las cartas anteriores, «y guardándolas 
y  cum pliéndolas prosigáis e continuéis la  dicha Jun ta , hallándoos vos 
m ism o personalm ente a ella con los procuradores y asesor que están 
p ara  ello nom brados p o r las villas de la  dicha prov incia  y  con el 
escribano fiel de ella o  su teniente y  no  con o tro  alguno». Le re­
cuerda  que debe so ltar los presos si queda alguno, y tam bién  se le 
ordena acep tar a cualqu ier escribano aunque no sea de su audien­
cia p ara  que le  haga las notificaciones o requerim ientos que sean 
m enester. Le condena en cuatro  ducados y a costear los derechos de 
la sobrecarta.

N otificada  la  sobrecarta al licenciado M aldonado en  T olosa (14 
febrero) y  tras las cerem onias habituales y respuestas evasivas, con­
vocó, sin  em bargo, la  Jun ta  p ara  el 23 del m ism o m es, «e que  la  
v illa  de T olosa haga la  convocatoria como es uso  y costum bre». N o 
m e consta si p o r fin  tuvo lugar este final de Jun ta  com enzada en 
noviem bre y v uelta  a rean u d ar en  enero, pero  en  todo este re la to  se 
com prende que la  Provincia deb ía  tener m uy en alto  la  guard ia  y sin 
descanso, si quería  m antener sus posiciones alcanzadas.

Com o el Consejo R eal ra tificó  en esta ocasión la  postu ra  de G ui­
púzcoa y condenó la  actitud  del corregidor, h ab rá  que resum ir las



opiniones de éste que son rechazadas p o r el Consejo y así se cono­
cerá  la  situación peculiar de este funcionario  en  G uipúzcoa.

a) M aldonado no  com prende esta idea: «Q ue yo no les podía 
ir a la  m ano, diciendo (ellos) que la  ju risd icción  es suya e que V . A. 
se la  tiene dad a  du ran te  Jun ta .»  E sta doctrina  queda ra tificada  por 
el Consejo.

b) El alto  organism o rep rueba  que «no  erades obligado a asis­
tir  a la  d icha Jun ta  o Juntas que se h acían  en esa dicha provincia» . 
Su asistencia sería personal y no m edian te  sustitu to , estando  el co­
rreg ido r en G uipúzcoa.

c) Las actas de las Juntas deberían  ser registradas p o r e l escri­
bano  fiel y no p o r  o tro  alguno que no estuviera au torizado  p o r la 
Provincia.

d) Las convocatorias se hacían  p o r la D ipu tac ión  com puesta en 
princip io  p o r el correg idor y a lcalde y regidores de la  v illa  de tanda.

e) El corregidor debería  consentir que las notificaciones se las 
h iciera cualquier escribano real, aunque no fuera  de su audiencia.

f) N o era de su com petencia refo rm ar la  H erm andad . Se hace 
caso om iso a sus quejas de que las Juntas sean sem estrales, con vo­
tos foguerales, etc.

8 . EL CASO DEL LICENCIADO PER O  GONZALEZ DEL CASTILLO

Refuerza la doctrina ya asen tada en el proceso an terio r sobre la 
au to ridad  de la  Jun ta  y la  necesidad  de asistencia personal del Co­
rreg idor si reside en la  P rovincia. A  esta segunda m ateria  se le da 
un re toque adm itiendo  el Consejo la  postu ra  de G uipúzcoa de que 
la  Jun ta  pueda ser p resid ida  p o r el alcalde ord inario  de la  villa en 
que se celebra, si el corregidor no  h a  querido  ven ir después de con­
vocado a Junta.

El re la to  de los sucesos es bastan te  com plicado y «digno de una 
novela del O este», com o d iría  Fausto  A rocena. N o voy a rep e tir los 
antecedentes y  consecuentes que ya están  explicados p o r este autor, 
y sólo quiero reco rdar los hechos p rincipales. C onvocada la  Junta 
para  el 5 m ayo 1601 en V illafranca, el corregidor escusa su asisten­
cia personal p o r o tras urgentes ocupaciones y envía p o r su teniente 
al doctor O rtiz  de Id ígoras. Se le  hacen  a éste todas las dem ostra­
ciones de hostilidad  posibles, se requiere  varias veces al corregidor 
p ara  que se reúna con los jun teros y, p o r fin , la  Jun ta  com ienza el 
10 de m avo con asistencia del alcalde de V illafranca, don  Pedro  de



A rteaga, y nom bra presidente-asesor al doctor O rtiz  de Z arauz. T am ­
bién aho ra  son detenidos dos escribanos y otros tres enviados de la  
Jun ta  p o r  el corregidor.

El licenciado del Castillo term ina p o r aparecer en V illafranca el 
d ía 17 y p re tende com enzar nueva Junta , considerando nulos los 
acuerdos an teriores. Se opone la Jun ta  y u tiliza u n  m étodo original; 
o rdena al escribano fiel y éste cum ple, la entrega de los libros de 
ordenanzas, sello y registro , im prescindibles para  la  validez de lo 
actuado en Jun ta , a Juan  G arcía de Estensoro, el cual se ausenta 
de V illafranca hacia  N avarra  po rtando  ese depósito. O rdena en ton­
ces el correg idor la  p risión  de todos los procuradores jun teros, a l­
calde y asesor, que se concentran  en la sala del A yuntam iento . Más 
tarde son rem itidos los presos a San Sebastián, pero  antes de llegar 
a Tolosa se les anuncia  su libertad  y so ltu ra  sin condiciones. Para 
esa m udanza de órdenes hay u n  m otivo: una  prim era provisión  del 
Consejo de fecha 17 m ayo, notificada al corregidor el 20.

La sobrecarta  de esta provisión viene el m es de julio  (V alladolid , 
7 ju lio ) y  consigue que la  Ju n ta  se reanude el 7 de agosto: «y to­
méis la  d icha Jun ta  en el estado en que está y la  prosigáis y  acabéis 
conform e a las ordenanzas que esa dicha provincia tiene» (31). Me 
interesa dejar sentado el sentido que se da en esta ocasión a la  pala­
b ra  «alcalde» que traen  las ordenanzas provinciales de 1397 y de 
1463 (T ítu los 43 y 199 del llam ado «L ibro  V iejo»). E sta ú ltim a dice 
que, hab iendo  sido convocados y no  queriendo  asistir «el corregidor 
o eí d icho su alcalde (o teniente), que hagan los dichos p rocu rado­
res en la  d icha Jun ta  )o que debieren sin ellos». La in terp re tación  
que a esta o rdenanza da el doctor O rtiz  de Z arauz, presidente-ase­
sor de la  Jun ta  de 1601, dice así: «L a segunda o rdenanza b ien  a la  
c lara  dice que sólo el corregidor p rincipal, si estuviese en la  p ro ­
vincia y, si no estuviese, el alcalde que p o r él anduviere en la  tie rra , 
que en  ta l caso es tam bién  propietario  du ran te  la  ausencia, y  no  se 
puede extender a tenientes que nom brase estando en  la  provincia; 
y la  m ism a ordenanza llam ando al u n o  o al o tro  en  sus casos da 
facu ltad  a los procuradores junteros p ara  que hagan en la  Jun ta  lo  
que Ies pareciere  sin  el ta l corregidor p rinc ipal n i teniente, y  así 
está m uy justificada  la Jun ta  que ayer se hizo y las que adelan te  se

(31) Arch. Grl. Guip. sec. 1, neg. 12, leg. 26, aíLo 1601. “ ExpedicTits relativo 
a la cuestión suscitada entre la Jun ta  general y  el C orregidor...” . V er adem ás: 
Registro de. las Juntas generales . .. de Villafranca, 10-16-m ayo y  7-10-agosto-1601. 
Edic. San Sebastián 1935. Arocena, F. Guipúzcoa en la Historia, M adrid, 1964, 
págs. 174-176.



han  de hacer.»  E sta es tam bién  la doctrina  que refle ja  el cap ítu lo  I I I  
del títu lo  IV  de la  N u eva  R ecopilación de los Fueros.

E n orden  a req u erir al corregidor licenciado del C astillo  para  
que guardara  las o rdenanzas provinciales, se u tilizan  las siguientes 
cédulas: de E nriq u e  II  en 1395 estableciendo los siete alcaldes de 
H erm andad ; los títu los del L ibro  V iejo núm eros 92 , sobre duración 
de Juntas generales (cap.° I I , tit. IV  de los Fueros); el núm ero 116 
sobre inm unidad  de procuradores junteros (cap . V II , tit. V II I  de 
Fueros); el núm ero  281 sobre atribuciones judiciales de la  Jun ta  
(tit. X , cap. IV ); cédula de E nrique  IV  (Segovia, 26 setiem bre 1472) 
que determ ina las villas en que se h an  de reu n ir las Juntas (tit. IV , 
cap. I Fueros); cédula de los Reyes Católicos (V itoria, 3 noviem bre 
1483) sobre facu ltad  de la  Provincia p ara  en tregar el sello a quien 
b ien  le parezca (A rch. grl. G uip . see. 1, neg. 11, leg. 29); m as la  
sobrecarta  ob ten ida contra el licenciado M aldonado de la  que se ha 
tra tado  en el apartado  an terior. T odas estas facultades de las Juntas 
quedan  reconocidas v confirm adas en la  provisión  de ju lio  del año 
1601.

T erm ino  este largo repaso  a los hechos h istóricos, u n  tan to  en ­
gorroso y fastid ioso p a ra  el lecto r m edio quizá, p lan teando  o tra  vez 
la  p regun ta  que m e hacía  al p rincip io : ¿ H a b rá  qu ien  adm ita  sin  ro ­
deos que la  figura del correg idor castellano en G uipúzcoa no  es la 
com ún en otras regiones y ciudades de E spaña?


